	Fecha
	 16 de febrero de 1965
	Sesión número
	4

	Motivo: Amparo

	Recurrente: JULIO CABALLERO AGUILAR

	Recurrido: GOBERNADOR DE LA PROVINCIA DE SAN JOSE Y LOS CONCEJALES DEL MUNICIPIO

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que por sentencias del Juzgado Civil de Hacienda, de la Sala Primera Civil de la Corte Suprema de Justicia y de la Sala de Casación, la Municipalidad de San José, resultó condenada en beneficio de la parte actora, “Salomón Schyfter y Compañía” a indemnizarle los daños y perjuicios correspondientes a la expropiación que ésta se vio obligada a aceptar y que el monto a indemnizar sobre el principal se fijará en ejecución de sentencia, suma sobre la cual la Municipalidad deberá reconocer intereses al seis por ciento anual. Que la Municipalidad accionada deberá incluir, si tuviere fondos, una partida suficiente para cubrir la totalidad del capital, intereses y costas, en el presupuesto ordinario o extraordinario que en la sesión inmediata apruebe o acuerde. Que hasta la fecha la Municipalidad no ha cumplido con la expresada orden judicial. Alega violación de los artículos 41, 45, 152 y 153 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: ND

	Parte dispositiva
	De conformidad con el artículo 9° de la Ley N° 1161, el presente recurso de amparo debe rechazarse de plano por no ser materia del mismo los hechos en que se funda.


N° 4
SESIÓN DE CORTE INTERINA celebrada a las catorce horas del día dieciséis de febrero de mil novecientos sesenta y cinco, con asistencia de los señores Magistrados Jacobo, Presidente; Jiménez y Odio.

Artículo Único
Se conoció del recurso de Amparo establecido por el Licenciado Julio Caballero Aguilar contra el Gobernador de la Provincia de San José y los Concejales del Municipio, en el cual alega: “I.- Por sentencias del Juzgado Civil de Hacienda, de la Sala Primera Civil de la Corte Suprema de Justicia y de la Sala de Casación, por su orden de las 10 hs. del 7 de noviembre de 1963, de las 9 y 5 horas del 6 de marzo y de las 15 y 15 horas del 3 de junio de 1964, la Municipalidad de San José, resultó condenada en beneficio de la parte actora, “Salomón Schyfter y Compañía”, en la siguiente forma: “Por tanto: …1) Que la Municipalidad de San José está obligada a indemnizar a la Sociedad actora los daños y perjuicios correspondientes a la expropiación que ésta se vio obligada a aceptar; 2) Que el monto a indemnizar sobre el principal se fijará en ejecución de sentencia; y que sobre dicha suma la Municipalidad deberá además reconocer a la actora, intereses al seis por ciento anual, desde el dos de diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho al día de su efectivo pago; 3) Que la Municipalidad demandada deberá pagar también ambas costas del juicio; 4) Que la Municipalidad accionada, tan pronto quede firme la fijación de la indemnización, deberá incluir, si tuviere fondos, una partida suficiente para cubrir la totalidad del capital, intereses y costas, en el presupuesto ordinario o extraordinario que en la sesión inmediata apruebe o acuerde…” II.-  Posteriormente, en virtud de resoluciones dictadas ya en ejecución de la expresada sentencia firme, del Juzgado Civil de Hacienda y de la Sala Primera Civil, citados, respectivamente, de las 10 y 20 hs del 9 de setiembre último y de las 10 y 40 hs del 29 del mismo mes, en forma definitiva se determinó que la Municipalidad accionada tenía que pagar la suma de doscientos veintisiete mil doscientos setenta y ocho colones 53/100 (C.227.278.53), que se desglosa así: C.138.676.83 por concepto de indemnización principal. C.49.923.65 por concepto de intereses al 6% anual del 2/12/1958-2/12/1964. C.1.388.oo por concepto de costas procesales. C.37.290.05 por concepto de costas personales propiedad del suscrito. C.227.278.53 gran total. III.- El Juzgado Civil de Hacienda indicado, a instancias del suscrito como apoderado especial judicial de la parte actora, y en el carácter particular como dueño de los correspondientes honorarios, dictó la siguiente resolución: “Juzgado Civil de Hacienda. San José, a las diez y media horas del veintiuno de octubre de mil novecientos sesenta y cuatro.  Como se solicita, hágase de conocimiento de la Municipalidad accionada, - mediante oficio que al efecto se le remitirá -, las resoluciones recaídas en autos, con un desglose de la suma a pagar concerniente a capital, intereses y ambas costas deducido de las procesales el monto de un mil colones que a continuación se gira.  Antonio Biolley R.- Alberto Muñoz V. Srio.” Y en acatamiento a tal resolución, con la misma fecha el Juzgado le remitió a la Municipalidad el oficio N° 3405, con el siguiente texto: “…Por haberse ordenado así en juicio ordinario de “Salomón Schyfter & Compañía”, sociedad de esta plaza, contra la Municipalidad de San José, me permito comunicarles que por resoluciones firmes se fijaron las siguientes sumas a pagar por esa entidad, así: “Capital: por indemnización: C.138.676.83. Intereses: calculados del dos de diciembre de 1958 al dos de diciembre de 1964: C.49.923.05. Costas procesales: C.1.388.oo. Costas personales: C.37.290.05.  En virtud de haberse girado al abogado de la parte actora la suma de C.1.000.oo la partida de costas procesales quedó reducida a C.388.oo.   Igualmente se le comunica que por sentencia firme, en el párrafo cuarto de la misma se dispuso: 4°) Que la Municipalidad accionada, tan pronto quede firme la fijación de la indemnización, deberá incluir, si tuviere fondos, una partida suficiente para cubrir la totalidad del capital, intereses y costas, en el presupuesto ordinario o extraordinario que en la sesión inmediata apruebe o acuerde”. De Ud. muy Att. S.S. Antonio Biolley  Riotte, Actuario. C.C. Archivo y Contraloría General de la República.-  Ese oficio del citado Juzgado, N° 3405 de 21 de octubre mencionado, como consta de la certificación de ese Tribunal agregada en el juicio por desobediencia a la autoridad que se le sigue en la Agencia Segunda Judicial de San José, al citado Gobernador de la Provincia y a los Regidores indicados al comienzo de este memorial, a donde solicito que por mandamiento se pida la correspondiente certificación, fue recibido por conocimiento en la misma fecha por la Secretaría Municipal de San José, apareciendo el acta correspondiente visible al folio 18 del Libro de Conocimientos de dicho Juzgado.- IV.- Después del 21 de octubre citado, en que el Juzgado dicho le comunicó a la Municipalidad oficialmente la orden indicada, en el sentido de que en su próximo presupuesto: Ordinario o Extraordinario, que aprobare o acordare, tenía que incluir una partida para cubrir la totalidad de la suma adeudada, esa Corporación, hasta la fecha, no ha cumplido con la expresada orden judicial, habiéndose concretado, en su primer presupuesto extraordinario del presente año, por un monto de C.475.751.40 (cuatrocientos setenta y cinco mil setecientos cincuenta y un colones, 40/100), a incluir una partida de sólo C.50.000.oo para amortizar la deuda, pero que sin previamente hubiera entre sus personeros y nosotros, acuerdo alguno en contra de lo establecido por los tribunales de justicia.-  El indicado Presupuesto Extraordinario fue aprobado por esa Municipalidad en sesión ordinaria N° 260 de 28 de enero próximo pasado, según acuerdo N° 4, artículo 3°, y llegado a la Contraloría General de la República para su tramitación el día 30 del mismo mes.- Sobre la existencia de tal Presupuesto, la Corporación no nos hizo comunicación alguna, y la Contraloría dicha, que había dictado una resolución con fecha de las 9 hs del 28 de diciembre último, por la cual determinaba que no aprobaría durante el presente año ningún presupuesto extraordinario ni modificación alguna al ordinario, procedente de la Municipalidad deudora, que no incluyera la totalidad de lo adeudado, sería la suma de C.227.278.53, no fue sino con fecha del 3 de febrero en curso, que don César Güell Nieto, Jefe del Departamento de Presupuesto de la citada Contraloría, de acuerdo con el señor Contralor me llamó por teléfono para informarme de la existencia de tal Presupuesto N° 1, y especialmente, para preguntarme sobre si entre la Municipalidad y nosotros se había llegado a algún acuerdo que significara que la Corporación podía hacer pagos parciales en vez de autorizar la cancelación total de la deuda.  Yo, naturalmente, le contesté que no estábamos enterados, ni el señor Schyfter ni yo de lo que me hablaba y que por supuesto no podíamos estar de acuerdo con la solución unilateral de la Municipalidad.-  De acuerdo con la Constitución Política citada y la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, esta última es la única que legal y constitucionalmente puede aprobar o improbar un presupuesto municipal, sea éste ordinario o extraordinario; y en acatamiento a ese régimen derecho  - como queda indicado – con fecha 28 de diciembre último esa oficina contralora resolvió que la Municipalidad estaba en la obligación de respetar los fallos firmes de los tribunales de justicia, en especial los que producen cosa juzgada, y que por consiguiente, no le aprobaría después de ese 28 de diciembre, presupuesto alguno que no tuviera incluida la partida suficiente para cubrir la totalidad de lo que a la firma que represento y a mí no está adeudando.  El Presupuesto Extraordinario indicado, por un monto de C.475.751.40, es el primero que se ha producido por Acuerdo de la Municipalidad de San José, durante el presente año, y con él, esa Corporación Municipal, está violando en nuestro perjuicio lo que la Carta Magna establece en relación con inviolabilidad de la propiedad privada (artículo 45 citado), en cuanto a que nadie puede privarse de la suya si no es por interés público legalmente comprobado, previa indemnización conforme a la ley.  La Municipalidad deudora no sólo no pagó previamente, sino que tampoco lo quiere hacer posteriormente y cuando hay un fallo que la obliga en forma ineludible.-  De acuerdo con las Ordenanzas Municipales en vigencia, es el Gobernador en las Cabeceras de Provincia, el que envía los Presupuestos para su aprobación inicial al Concejo Municipal respectivo; y posteriormente, también puede vetarlos u objetarlos (art.26 párrafo 1° de la Ley de Organización Municipal en relación con el art. 7° in fine de la Adición a esa Ley, el art. 14 de la Ley de Hacienda Municipal y siguientes y concordantes ibídem.  Luego, el actual Gobernador de la Provincia de San José, Ing. Padilla Jiménez, ha violado la disposición constitucional indicada, en perjuicio nuestro y; por consiguiente, los regidores que hicieron posible tal presupuesto extraordinario N°1, cuyos nombres se indican al comienzo.  Referente a la situación que nos ocupa, el art. 27 de la Ley de Hacienda Municipal, citada, establece: “Sólo podrá votarse un presupuesto extraordinario cuando, después de aprobado el ordinario, sobrevenga una nueva obligación que no pudo proveerse al dictar éste; o en caso de cumplir sentencia o de emprender en una obra urgente, si para tales fines existieren fondos sobrantes.  No existiendo fondos sobrantes, se señalará previamente con qué ingresos ha de cubrirse el gasto que demande el presupuesto extraordinario.  La aprobación de este presupuesto se tramitará en conformidad con los mismos requisitos establecidos para el ordinario, pero reduciéndose los términos que para su proceso se señalan en este ley según la urgencia del caso lo requiera”.-  Un fallo judicial tiene que tener mayor valor que una ley, ya que ésta puede ser derogada en cualquier momento, sin perjuicio naturalmente de los derechos que con respaldo en ella se hayan adquirido, por aquello de que, salvo pocas excepciones, no tiene efecto retroactivo,  Una sentencia judicial obtenida en un juicio ordinario, en este caso con la intervención de la Municipalidad de San José, como parte demanda, que por supuesto ha producido cosa juzgada, no tiene en nuestro régimen de derecho recurso alguno y debe respetarse sin discusión alguna.-  Ahora, si con respaldo en ese fallo firme de nuestros Tribunales, la Contraloría General de la República se pronunció en su resolución de las 9 hs del 28 de diciembre de 1964, y en ese pronunciamiento determina que la Municipalidad debe respetar aquel fallo, es evidente que esta última tiene que acatarlo si objeción alguna de acuerdo con lo que determinar el art. 184 inciso 2° de la Constitución Política citada, según el cual: “Son deberes y atribuciones de la contraloría: …examinar, aprobar o improbar los presupuestos de las Municipalidades e instituciones autónomas, y fiscalizar su ejecución y liquidación”.-  Y aun cuando es cierto que la Municipalidad de San José ha presentado a la contraloría “recurso de insistencia contra lo resuelto por esta última para ante la Asamblea Legislativa”, según se afirma de acuerdo con el inciso e) párrafo 2° del art. 6° de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, citada, es evidente que ese recurso es inconstitucional de acuerdo con la misma Constitución – art. 184 citado – en relación con el artículo 121 de esa Carta Magna, que determina taxativamente cuáles son las atribuciones de la Asamblea Legislativa, dentro de las cuales no se encuentra la de que esta última debe de conocer en alzada de los pronunciamiento de la Contraloría General de la República, dictados en relación con los Presupuestos Municipales o de las Instituciones Autónomas.-  Por consiguiente, queda en pie el fallo firme de los tribunales judiciales, al igual que el de la Contraloría dicho, ambos violados por el Gobernador de San José y los Concejales citados, violación esa en relación con los artículos 152 y 153 de dicha Constitución Política, el art. 41 ibídem y los demás artículos citados de la misma Carta Magna, incluyendo por supuesto el 45 sobre la inviolabilidad de la propiedad privada y el derecho de los propietarios a la indemnización previa cuando de expropiaciones se trata”.-

Previa la deliberación del caso, se dispuso rechazar de plano el recurso, con base en las siguientes razones: I.- El recurso de amparo a que se refiere el artículo 48 de la Constitución Política tiende a mantener o restablecer el goce de determinados derechos expresamente consagrados en el citado ordenamiento fundamental.  Examinados todos los antecedentes que el propio Licenciado Caballero Aguilar puntualiza, no se deduce en el caso específico que nos ocupa que el Gobernador de la Provincia de San José ni que los Concejales de la Corporación Municipal de esta ciudad hayan podido violar las disposiciones constitucionales invocadas en perjuicio del recurrente o de la firma “Salomón Schyfter y Compañía” de esta plaza que representa.


El artículo 45 ibídem que se aduce como vulnerado se refiere a otros aspectos distintos y superados de la actual situación jurídica que confronta el recurrente ante la actitud de la Municipalidad de San José.  Ella constituye propiamente la última etapa referente al cumplimiento de una sentencia judicial firme que ordenó pagar las fajas de terreno destinadas por la Corporación al servicio público con fundamento en la respectiva orden de alineamiento a que tuvo que someterse la construcción del edificio, Ley # 833 de 2 de noviembre de 1949, pero ya no al problema expropiatorio principal que contempla y alude el precitado texto 45 de la Constitución.  Es decir, ahora no se está frente al caso de la expropiación en sí, pues lo que se viene reclamando es el pago del valor total del terreno cedido que quedó destinado al servicio público, una vez aceptada por la sociedad propietaria del inmueble que ella se ajustaría a la línea de construcción señalada de antemano por la Municipalidad, además el pago de los intereses y costas, también liquidados en ejecución de sentencia.


Distinto sería si la Municipalidad hubiera dispuesto expropiar las fajas de terreno para ampliar las calles correspondientes, porque en tal supuesto sí habría estado obligada a pagar de previo el valor de dichas fajas.  Pero, como se expuso, el problema jurídico es ahora de otro orden, porque la Municipalidad lo que hizo fue ordenar a “Salomón Schyfter & Co.” que observara el alineamiento de su construcción a tenor de las respectivas disposiciones legales comunes, quedando la Municipalidad obligada en definitiva a pagar el terreno y las otras partidas fijadas en la sentencia.  Evidentemente el problema se desplazó al cumplimiento de una obligación a cargo de la Municipalidad de pagar una suma líquida en dinero.  Reducido el problema a la falta de pago, que debe hacerse en una u otra forma o siguiendo tal o cual procedimiento, ya no es susceptible de la protección jurisdiccional, por la vía de amparo como se pretende.


No pudo haberse infringido el artículo 41, dado que el propietario de las fajas al ocurrir a las leyes obtuvo el pronunciamiento favorable que trata de ejecutar por los causes legales correspondientes, y, tampoco los artículos 152 y 153, también de la misma Constitución, puesto que ellos aluden a otras situaciones referidas a las facultades que competen al Poder Judicial.


II.- Con apoyo en lo expuesto y en el artículo 9° de la precitada Ley N° 1161, el presente recurso de amparo debe rechazarse de plano por no ser materia del mismo los hechos en que se funda.

